Resolución N° 52/5 del Consejo de Derechos Humanos
Contribuciones
El presente documento es elaborado en razón de la solicitud de contribuciones por parte del Relator Especial sobre cuestiones de minorías, de conformidad con la Resolución N° 52/5 del Consejo de Derechos Humanos, para su próximo informe a la 79° sesión de la Asamblea General, sobre “disposiciones institucionales de los estados que permiten el florencimiento de los derechos de las minorías”, con los aportes de la Secretaria de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia de la Nación.
1.- ¿Considera que los intereses de las personas pertenecientes a grupos minoritarios son adecuadamente tomados en cuenta en su país? En caso afirmativo, ¿cómo? En caso negativo, ¿por qué?
En Argentina, cada grupo minoritario experimenta diferentes niveles de reconocimiento y atención por parte del Estado y la sociedad:
Pueblos Originarios Indígenas: En Argentina, es la minoría que más tradición tiene en sus reivindicaciones y más completo reconocimiento a nivel constitucional (artículo 75 inciso 17). La creación del Instituto Nacional de Asuntos Indígenas (INAI) (Ley N° 23.302) ha dado un marco institucional a las reivindicaciones de esta población en particular, otorgando al INAI la competencia primaria en lo relacionado con el monitoreo de la garantía de los derechos de los Pueblos Indígenas y en la elaboración y seguimiento de políticas públicas específicas. También, son un avance participativo los Consejos Consultivos a nivel provincial y nacional (Consejo Consultivo y Participativo de los Pueblos Indígenas) y las conquistas a nivel parlamentario (Leyes Nacionales N°. 26.160, 25.517, 26.206 –artículos 52, 53, 54- Leyes N° 24.071, 26.994 –artículos 14, 18, 225, 240-, Leyes N° 27.118, 24.544, 24.375 y Constituciones provinciales de las Provincias de Jujuy, Rio Negro, Buenos Aires, Chaco, del Chubut, La Pampa, Salta, Formosa, Neuquén, Tucumán y Entre Ríos.
La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) también es una fuente de reconocimientos de derechos de los Pueblos Indígenas. Vale mencionar que en nuestro ordenamiento jurídico los tratados de derechos humanos cuentan con jerarquía constitucional y que nuestro país acepta la competencia de la Corte IDH. En abril de 2020, la Corte IDH hizo pública su sentencia en el caso “Comunidades indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. Argentina”. En su fallo reconoce a los pueblos Wichí, Iyjwaja (Chorote), Komlek (Qom), Niwackle (Chulupí) y Tapy’y (Tapiete) su derecho de propiedad ancestral en el norte de Salta y a un título único para las 400 mil hectáreas en el departamento Rivadavia. 
En consecuencia, la República Argentina presentó un Plan de Trabajo y Acción para el cumplimiento de la sentencia de la Corte IDH en el caso “Lhaka Honhat”.

Actualmente, el INAI tiene como prioridad fortalecer, ordenar, promover los procesos de participación de los Pueblos Indígenas a través de diferentes instrumentos que brinden legitimidad y transparencia a los procesos participativos. Para ello, se encuentra implementando las siguientes acciones:

-Consolidar y fortalecer el Consejo de Participación Indígena como mecanismo de representatividad de los Pueblos Indígenas en Argentina, a través del proceso de actualización y renovación de mandatos de los representantes.

-Reglamentar mediante diferentes instrumentos el Convenio 169 OIT, en particular aquello relativo a la Consulta, Previa, Libre e Informada. Esto significará mayor seguridad jurídica para los proyectos de desarrollo e inversión en infraestructura y salvaguardia para las comunidades indígenas.

-Coordinar con los Gobiernos Provinciales, en el marco del federalismo concurrente, la registración de la personería jurídica de las Comunidades Indígenas, de modo de contar con información unificada y actualizada de las autoridades representativas de cada comunidad.

Migrantes: Es la segunda minoría con reconocimiento en el texto constitucional, al equiparar los derechos de los migrantes al de los ciudadanos (art. 20), refiriéndose específicamente a derechos civiles.
Desde la sanción de la Ley N° 25.871 (producto de reivindicaciones y mesas de diálogo inter organizacionales) se incorporan modificaciones en el sistema migratorio y su organismo de aplicación (antes solo de contralor) absorbe el mandato dado por ley, de garantizar derechos humanos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales. De esta forma, el proceso de adecuación de la Dirección Nacional de Migraciones (DNM) ha evolucionado hacia la atención de derechos de las personas migrantes. Estas nuevas funciones requieren de acciones coordinadas entre las distintas áreas del Estado.
En tal sentido, la Secretaria de Derechos Humanos (SDH) (como organismo articulador) ha creado en 2018 la figura del “Centro de Integración para personas migrantes y refugiadas” (CIMR) que ofrece junto con ACNUR, OIM, DNM y agentes de organismos de seguridad social e identificación, el servicio unificado de atención y asesoramiento a personas migrantes. Se cuenta con CIMRS en en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; La Quiaca (Provincia de Jujuy), La Plata (Provincia de Buenos Aires), Córdoba, Trelew (Provincia del Chubut) y Rosario (Provincia de Santa Fe).
Asimismo, la SDH posee un área de articulación con las comunidades afro argentinas y gitanas/romaníes, que con el respectivo asesoramiento al CIMR y acompañamiento de las personas usuarias de estas comunidades, le deriva al CIMR los casos de “personas indocumentadas”, personas que deben regularizar su situación en el país mediante radicación, personas que requieren encaminar sus trámites de asistencia social. Esta área de articulación implementa políticas de promoción y prevención como campañas de sensibilización y prevención, congresos, formaciones específicas, diseño de políticas públicas (planes nacionales, proyectos de ley, recomendaciones y otros instrumentos), articulación con otros organismos del Estado. Todas estas acciones constituyen un mecanismo para dar respuestas a las demandas de las minorías étnicas mencionadas y cumplir con las recomendaciones y Observaciones Generales del CERD (Comité de aplicación de la Convención contra la Discriminación Racial) y la Relatoría de Minorías de la ONU.
Afrodescendientes: Han habido avances en la visibilización de comunidades afrodescendientes y migrantes africanos y en la implementación de políticas públicas destinadas a abordar las desigualdades estructurales y la discriminación que enfrentan, producto principalmente de la esclavitud y su inserción social desigual, como ser, la creación del Programa Nacional para la Aplicación del Decenio Internacional de los Afrodescendientes -Resolución N° 1055/2019 del entonces Ministerio de Justicia y Derechos Humanos-.
Más recientemente se ha avanzado en receptar la expresión de las distintas voces de personas gitanas romaníes y generar mecanismos para promover y prevenir la afectación de sus derechos.
En lo que respecta a minorías religiosas, desde el Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI) se generó un espacio de diálogo interreligioso, con objetivos de prevención de la discriminación por motivos religiosos en pos de profundizar una convivencia plural, diversa e inclusiva.
Asimismo, desde el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto se estimula el diálogo ecuménico interreligioso.
2.- ¿Existen disposiciones institucionales que garanticen (o faciliten) una representación política efectiva de las personas pertenecientes a minorías? Por ejemplo, una Segunda Cámara en el Parlamento, la estructura federal del Estado, una "institución de minorías" específica (como un Consejo de Minorías o un Defensor del Pueblo dedicado), o mecanismos electorales (cuotas, listas separadas para minorías).
En Argentina, existe una Mesa de Coordinación Nacional (MCN) o “mesa ejecutiva” del Consejo de Participación Indígena (CPI) con el objeto de viabilizar la participación de sus miembros en algunas iniciativas legislativas y administrativas, aunque se exhiben resultados exiguos en cuanto a la efectiva participación de los representantes indígenas en el diseño e implementación de las políticas públicas que afectan a sus intereses y ausencia de carácter vinculante para el Estado de las decisiones tomadas en el seno de la MCN.

Por su parte, la Ley N° 26.522 permite la participación de representantes de las poblaciones originarias en los contenidos de medios audiovisuales. Asimismo, la ley de Educación Nacional N° 26.206 (Capítulo XI Educación Intercultural Bilingüe) en los artículos 52, 53 y 54 garantiza el respeto por la identidad cultural y lingüística de los pueblos originarios de Argentina. 

En las últimas dos décadas se trabajó sobre la incorporación de personas migrantes y refugiadas a la vida pública. A la fecha, cada provincia tiene la potestad de legislar sobre la participación de las personas extranjeras en sus elecciones, al tiempo que la mencionada Ley de Migraciones deja abierto el espacio para que dicha participación se disponga a nivel municipal o provincial. En algunas provincias las personas migrantes pueden votar tanto cargos provinciales como municipales: Buenos Aires, Córdoba, La Rioja, Tucumán y Ciudad Autónoma de Buenos Aires; en el resto, sólo pueden votar cargos municipales.

En cuanto a las personas afrodescendientes, aunque en términos históricos el avance en dicha materia es significativo, el trabajo por delante sigue siendo el desafío de aumentar y consolidar las políticas de reparación histórica para la comunidad afroargentina y afrodescendientes. 

La Ley Nacional N° 26.852 que instituye el día 8 de noviembre como “Día Nacional de los/as Afroargentinos/as y de la cultura afro” se enmarca en políticas de reconocimiento.

En relación al esfuerzo asumido por el Estado en materia de justicia reparadora para la población afrodescendiente, desde la Dirección Nacional de Equidad Racial, Personas Migrantes y Refugiadas de la SDH, se cuenta con una acción progresiva desde un enfoque de derechos humanos, de esta manera desde la adhesión al Decenio Internacional de las Personas Afrodescendientes (2015-2024) son varias las medidas llevadas adelante que se pueden enumerar. 

Mediante el Decreto N° 658/17 se encomendó a la ex Secretaría de Derechos Humanos y Pluralismo Cultural a elaborar un programa nacional para la aplicación del Decenio Internacional de los Afrodescendientes y se estableció como punto focal para las actividades de este.

Con el objetivo de abordar las problemáticas específicas que enfrenta la comunidad afro argentina y afrodescendiente y en atención a las competencias asignadas por el decreto precitado, se creó el Programa Nacional Afrodescendencias y Derechos Humanos (Resolución N° 682/2022) en la órbita de la Dirección Nacional de Equidad Racial, Personas Migrantes y Refugiadas de la Subsecretaría de Promoción de Derechos Humanos de la SDH. Es de suma importancia destacar que el equipo que integra el Programa Nacional Afrodescendencias y Derechos Humanos está conformado en su totalidad por personas afrodescendientes que cumplen con el rol de revisión y redacción de informes, notas conceptuales y materiales de difusión que respecta a la comunidad.

A la vez, desde la SDH se impulsó la creación de la Mesa Interministerial de Políticas Públicas para la Comunidad Afrodescendiente a fin de Proclamar el Decenio Internacional de los Afrodescendientes (AG-ONU 2015/2024), bajo el lema “Afrodescendientes: Reconocimiento, Justicia y Desarrollo” (Resolución A/68/237), y el Programa de Actividades del Decenio Internacional para los Afrodescendientes (Resolución 69/16 del mismo órgano).

En cumplimiento con los compromisos asumidos por el Estado también se conformó, en el año 2020, la Comisión para el Reconocimiento Histórico de la Comunidad Afroargentina (Resolución N° 230/2020) impulsada por el INADI con el fin de elaborar políticas nacionales focalizadas hacia la comunidad afroargentina que cuentan con 2 millones de argentinos y argentinas descendientes de africanos y africanas.

Asimismo, se ha presentado un proyecto de ley de Cupo laboral para personas afro argentinas y afrodescendientes, Proyecto 3908D-2023, para la participación de los mismos en el ámbito ejecutivo. 
Con relación a las personas gitanas/romaníes, se trabajó con mesas de diálogo entre 2016 y 2020. En 2020 y luego de un gran número de entrevistas particulares y en conjunto con las distintas líneas, se plasmó un documento base, del que se desprenden algunos consensos entre organizaciones de la sociedad civil que representan sus intereses, en relación a las demandas efectuadas al Estado argentino. Cada paso que se dio a partir de ese momento en materia de generar políticas públicas dirigidas a esta minoría fueron conversadas y consensuadas con referentes de los distintos grupos: Rom, Ludar, Caló, que habitan en territorio argentino -los principales lineamientos de los proyectos de ley presentados ante el Congreso Nacional, las campañas de promoción, congresos, webinarios, los materiales elaborados para educadores y las recomendaciones sobre tratamiento respetuoso en medios audiovisuales-.
3. ¿Existen cuestiones relacionadas con las minorías que estén aisladas de (o no estén sujetas a) las decisiones de las autoridades estatales (incluido el Parlamento)? (Por ejemplo, garantía constitucional; acuerdo político/tradicional; competencia en cuestiones de minorías a nivel regional, donde las personas pertenecientes a una minoría representan la mayoría de la población).

En algunas jurisdicciones como la Provincia de Neuquén se han habilitado instancias para la gestión de territorios ancestrales, donde el Estado provincial decide el otorgamiento de concesiones junto a las comunidades originarias (Mapuches), a través de la Confederación Indígena Neuquina. Las comunidades que actualmente se encuentran asentadas en el Departamento Aluminé, están organizadas a partir de diferentes familias sobrevivientes de la denominada "Campaña del Desierto", que tuvo lugar a fines del Siglo XIX. Tomando como referencia los datos de hace una década (los del 2010 no se encuentran aún desagregados en estos indicadores), Aluminé es uno de los Departamentos de la Provincia de Neuquén con mayor proporción de población indígena (27,8%)12, muy superior al de la provincia en su conjunto (9,8%) (INDEC, 2001).

En la región lindante con Pulmarí, la actividad forestal viene generando un destacado nivel de conflicto con las comunidades. Existen proyectos de desarrollo rural y forestal en jurisdicción de la "Corporación Interestadual Pulmarí", desde 1975. Después de la reforma constitucional fueron incorporados miembros de las comunidades Puel y Catalán, mediante capacitación específica y el empleo público en un vivero forestal que constituyeron factores clave para su desarrollo forestal. 

5.- ¿Existen barreras legales, administrativas u otras que impidan que las personas pertenecientes a minorías participen efectivamente en la vida cultural, religiosa, social, económica o pública?
A pesar de los esfuerzos realizados, aún existen ciertos desafíos para la participación efectiva de las personas pertenecientes a minorías en la vida cultural, religiosa, social, económica y pública en Argentina que incluyen, a modo de ejemplo:
-Discriminación y Prejuicios: basados en la pertenencia étnica, origen nacional, cultura o religión limitando las oportunidades de expresión de las minorías en diversas áreas de la vida pública y social, así como su empleabilidad.

-Barreras lingüísticas y digitales que dificultan la participación de las minorías en la vida pública y social, especialmente en términos de acceso a la información, a los servicios públicos para usuarios en general y a oportunidades de participación ciudadana.      
6.-¿Cuáles son los beneficios y/o desafíos de reconocer y otorgar autonomía sectorial (por ejemplo, en sectores como la educación) o territorial a las minorías?
Entre los beneficios de reconocer y otorgar autonomía sectorial o territorial podemos mencionar:

-La autonomía sectorial o territorial permite a las minorías tener un mayor control sobre asuntos que afectan directamente a sus comunidades y promueve la autodeterminación.

-Contribuye a la preservación de sus identidades culturales y las tradiciones, permitiéndoles desarrollar y mantener sistemas educativos, culturales y lingüísticos propios.

-Les permite mejorar la calidad de vida y tener control sobre sus propios asuntos, implementando programas que aborden las necesidades específicas de sus comunidades.

-Fortalece la democracia y participación efectiva de las minorías en decisiones a nivel local y regional.

Entre los desafíos que el reconocimiento de autonomía sectorial y territorial presenta al Estado identificamos los siguientes:

-Generación de tensiones y conflictos con otros sectores sociales, provenientes del reparto de competencias y tierras. Asimismo, puede profundizar la fragmentación social o el separatismo dentro de un mismo territorio.

-Existe el riesgo de que la autonomía sectorial o territorial beneficie solo a ciertos grupos dentro de las minorías, dejando de lado a otros sectores más marginados o vulnerables dentro de otras comunidades.

-Establecer la autonomía sectorial o territorial también plantea desafíos en términos de la relación entre las autoridades locales o sectoriales y el gobierno central, incluida la distribución equitativa de recursos.

-También plantea desafíos por la coexistencia de diferentes identidades dentro de una misma comunidad minoritaria.

En resumen, el reconocimiento y otorgamiento de autonomía sectorial o territorial a las minorías puede ofrecer importantes beneficios en términos de empoderamiento, preservación cultural y mejora de la calidad de vida, pero también plantea desafíos en términos de cohesión social, equidad y relación entre gobiernos locales y gobierno central.

La clave radica en encontrar un equilibrio que permita promover la inclusión y el respeto por la diversidad, al mismo tiempo que se garantiza la cohesión y la unidad nacional.

